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ESCR]TO DE,4,}'/CUS CANAE PRESENTADO A}ITE
EL TRJBI.'NAL DISTRITAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATTVO DE

GUAYAQUIL

Amicus C-uriae elaborado y presentado por Media Defence
en el marco del trámite del expediente no. 09802202600460, relativo a la demanda de impugnación en

contra de la resolución SCVS-INC-DNASD-2026-00473, de l8 de febrero de 2026, dictada por el
intendente nacional de la Superintendencia de Compañías, Valores y Seguros

I. Introducción y finalidad del escrito

l. En esta oportunidad, Media Defence, de conformidad con los artículos 11.3, 172,417,424 y
426 de la Constitución de la República del Ecuador, en concordancia con los artículos 2 y 8 del Codigo
Orgánico General de Procesos, presenta este escrito como amicus cur¡ae ante el Tribunal Distrital de lo
Contencioso-Administrativo de Guayaquil, en el ma¡co del trámite del Expediente No.
09802202600460, relativo a la demanda de impugnación en contra de la resolución SCVS-INC-
DNASD-2026-00473, de lE de febrero de 2026, por el intendente nacional de la Superintendencia de

Compañías, Valores y Seguros (en adelante, "la Superintendencia") en contra de Gráficos Nacionales
S.A. (en adelante, *GRANASA"), empresa editora de los diarios Erpre so y Exta.

2. Media Defence es una organización intemacional independiente, no gubemamental y sin fines
de lucro, dedicada a la defensa de la libertad de expresión y la protección de periodistas y medios de

comunicación independientes en todo el mundo. Media Defence proporciona asistencia legal y apoyo
estratégico en casos emblemáticos ante tribunales nacionales, regionales e internacionales, incluyendo
el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (en adelante, "TEDH"¡|, la Corte Interamericana de

Derechos Humanos (en adelante, "Corte lDH")2, la Corte Constitucional Colombiana3 y la Suprema

I Ver. a título de ejempfo, escritos dc aDricar cr¡rioe presentados en el ma¡ro de los c¿sos Mesllaá¿ v. Geo¡gio (no. 16777123)
y Pauéinoc v. Serbio (no. 21105D4), disponibles aqui:
b,riefs-ar-the-curopcsn.{oun-of-huma¡-¡ichts-add¡cssinq-thcdanqers-of-sl8opv
: ver, a título de ejcmplo, escritos de ar¡¡crd czriae presentados efr el ma¡co dcl caso Moya Clacón y otro l's. Costo Rica.
disponible aquí: https://w\*w.mediadcfence.orq/newJmova-chacon-vs-costa-rica/ así como de la Opínión Co¡tsultiea sobre
DeúcErocia y su prclecc¡ón ame el Sistema lnteromcricano de Derechos Hunanos, presenlafu por la Repúblico de
Guateñala, disponiblc aqui: https://www.mediadefence.orelnewVmedia-dcfcnce-observalion§-ia.tr/?ztc= I
I Ver. Media Defence. "Mcdia Defence interviene ante la Cone Constitucional de Colombia en una impugnación a la ley de
difamaciónpena|...articulodel6demayode2023,disponibIeaquí:@
intsf vienc-antc Ja-c¡ne-constitucional-de-colombia/
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Corte de Justicia de la Nación de Méxicoa, así como ante tribunales nacionales de PeruJ, Brasiló, Reino

unido?. También ha infervenido en casos a nivel nacional en Albania, Angol4 Camboya, Rumanía,

Serbia y TailandiaE. Esta experiencia comprende la intervención en asuntos relativos a cuestiones de

especial relevancia para la libertad de expresión y el pluralismo de los medios de comunicación.

m;diante la aportación de estándares internacionales de derechos humanos yjurisprudencia comparada.

3. Cabe señalar que la organización no es parte en el presente proceso y cuenta con una reconocida

trayectoria y experiencia en la defensa de la libertad de expresión y la protección de periodistas, medios

de comunicación y ofos actores del ecosistema informativo.

4. Sobre la base de su conocimiento técnico y experiencia especializ¿da, Media Defence presenta

este escrito con el objetivo de contribuir al análisis de la compatibilidad de la resolución SCVS-INC-

DNASD-2026-00473, de l8 de febrero de 2026 emitida por la Superintendencia con los estándares

intemacionales de derechos humanos, particularmente en materia de libertad de expresión y protección

de periodistas y medios de comunicación.

5. Media Defence respetuosamente solicita a este Honorable Tribunal que le permita presentar las

presentes observaciones en calidad de amicus cutiae, habida cuenta de la naturaleza del presente caso

y de su particular relevancia para las cuestiones jurídicas objeto de controversia. La admisión de estas

ábr.*uiion". resulta particularmente pertinente a la luz del ma¡co constitucional ecuatoriano- El

artículo I 1.3 de la Constitución establece la aplicación directa e inmediata de los derechos y garanlías

reconocidos tanto en la Constitución como en los instrumentos intemacionales de derechos humanos.

Asimismo, el articulo 417 dispone que, respecto de los tratados y otros instrumentos intemacionales de

derechos humanos, deben aplicarse los principios pro persona, de no restricción de derechos, de

aplicabilidad directa y de cláusula abierta. A su vez, el arlículo 424 reconoce que los tratados

intemacionales de derechos humanos ratificados por Ecuador que reconozcan derechos más favorables

prevalecen sobre cualquier otra norma jurídica o acto del poder público, mienEas que el afículo 426

istablece que las autoridades judiciales deben aplicar directamente las normas constitucionales y los

instrumentos intemacionales de derechos humanos, incluso cuando las partes no los invoquen

expresamente.

6. La admisión del presente amicus curiae resultaní de utilidad para este Honorable Tribunal, en

la medida en que aporta un análisis específico sobre las obligaciones del Estado ecuatoriano en materia

de libertad de expresión, derivadas de la Constitución y la Convención Americana sobre Derechos

Humanos (en adelante, "CADH") principalmente, complementado por otros tratados derivados de otros

sistemas de protección de derechos humanos (Naciones Unidas, Sistemas Europeo y Afiicano de

Derechos Humanos), así como la jurisprudencia derivada de dichos sistemas de protección y restantes

instrumentos de sofi law, tales como declaraciones, principios y recomendaciones adoptados por

organismos intemacionales. El presente escrito aborda los estándares desarrollados por los órganos

intimacionales de protección de derechos humanos en relación con la protección de la libertad de

a Ver. Media Defencc, "Media Defence pressnta un escrito de a¡nicus curiae a¡rte la Suprema Cortc dc Ju§ticia dc Mexico

sobrc el u§o de la fuc¡za duranre las protcstas". a¡tículo de 6 de octubrc de 2020, disponible aqul:

http§://cs.mcdisahfcnce.orahcwymcdia-dcfcrrca-filcs-a¡nicus-curia.-brief-bcforc-mcxicos-suorcmc-(ou1-of-iustic.'oD-fic-
§e-of-forc¿-durine-Fotests/
, Vo. ¡tt"¿i" O"f"n"". "Desafiando la ley penrana cont¡a las ONG: La lucha por el pcriodismo indepcndiente". anlculo dc 7

dc agosto dc 2026, disponible aquí: httpsr/cs.medisd€fsn§c.orshew§/chEll€í.qiriq'Dcn§-anti-nao-l8w/
ó VJr. Media Defence, 'Pr€sentación de cscritos de amicus curiae y otr¿s alegarioncs snte los tribunales nacionales:

Fonalecimiento de la libcnad de expresión a nivcl naciorul". artículo de 20 dc febrero de 2025. disponible aquí:

httpsr/cs.mcdiadefcncc.orsTnoticiayEmicus-cu¡iae'tribu¡I8lcs-nacionslcs/

-"r, tr,f"dt" D"f**, 'El Tribunal Suprcmo del Rcir¡o Unido examina u¡ c¿so sobrc acusaciones maliciosas de fa.l¡cdad con

implic¿cioncs pa¡a la libe¡tad de p¡eosa", aniculo dc l8 de octubre de 2023, disponible aquí:

httos ://cs.mediadefcncc.or¡y'ncwVmalicious-falschmd/?t¿c= I
tF",, ttle¿¡a oef-ce. ''Prcscntación dc cscritos de amicus cuiae y oras alegacioncs ante los tribunalcs nacionales:

Foñalccimicnto de la libert¿d de cxp¡esión a nivcl nacional", a¡tículo de 20 de feb¡ero dc 2025, disponible aqui:

htms://es.mcdiadefcñcc,orc/noticis.l8micus'curisc-tribunalcs'na€ionalc,
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expresión y la independencia de los medios de comunicación frente a injerencias estatales, incluidas
aquellas de carácter indirecto o formalmente societario o administrativo.

8. En cuanto a Ia estructura de este escrito, cabe señalar que, como cuestión preliminar, se

examinará el deber de control de convencionalidad conforme a los instrumentos internacionales
vinculantes para los tribunales ecuatorianos. A continuación, se det¿lla¡án los antecedentes y el
contenido de la resolución impugnada para, posteriormente, analizar su compatibilidad con las normas
intemacionales aplicables en materia de libertad de expresión y garantías judiciales. En particular, se

examinará la aplicación del test tripartito a las medidas adoptadas, con especial atención a los requisitos
de legalidad, finalidad legítima y necesidad y proporcionalidad en una sociedad democrática. así como
al deber de debida motivación de las resoluciones. Asimismo, se abordará la especial protección que

merecen los medios de comunicación fiente a restricciones indirectas y se expondrá el contexto actual
de la libertad de prensa en Ecuador a la luz de los pronunciamientos de los principales organismos
intemacionales de derechos humanos.

I. fl deber de control de convencionalidad en el ordenamiento jurídico ecuatoriano.

9. De conformidad con los artículos 417, 424 y 426 de la Constitución de la República del
Ecuadore, así como en virtud de su condición de Estado Pafe de la CADH desde el 28 de diciembre de

1977, fecha en que Ecuador ratificó dicho tratado intemacional, instrumento que entró en vigor el l8
de julio de 197810, y del reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte Interamericana de

Derechos Humanos (en adelante, "Corte IDH") a panir del 24 de julio de 1984, mediante Decreto No.
2768 publicado en el Registro OficialNo. 795rr, el Estado ecuatoriano estájurídicamente vinculado por
las obligaciones derivadas del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Estas obligaciones no

solo comprometen al Estado a nivel intemacional, sino que también tienen efectos directos en el
ordenamiento jurídico intemo y deben ser observadas por todas las autoridades públicas.

econstitución de la Repúblic¿ del Ecuado¡, 2008, atrs.417.424, 426.
r0 Procu¡aduría General del Estado del Ecuador. comunicado sobre las obligaciones del Ecuador fiente al Sistema

Interamerica¡¡o de Derechos Hu¡nanos: el Ecuador fue signala¡io origina.l de la Convención Americana sobre Derechos

Humanos y la ratifico el 28 de diciembre de 1977, instrumento que entró en vigor el l8 dejulio de 1978.

" Dec¡ero N.'2768, de 24 dejulio de 1984. publicado en el Registro Olicial N." 795 del 27 dejulio de 1984. mediante el cual
el Ecuador reconoció la vigencia de los artículos 45 y 62 de la Convención Amcric¿na sobre Derechos Hum&os.
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7. En este contexto, la intervención de MD como amicus curiae puede contribuir a que este

Honorable Tribunal cuente con elementos especializados para la interpretáción y aplicación de las

obligaciones intemacionales de derechos humanos que resultan relevantes para la resolución del
presente caso. La presentación de estas observaciones no pretende sustituir las alegaciones de las partes,

introducir nuevos hechos o formular pretensiones independientes, sino proporcionar un análisis j uríd ico
especializado sobre estándares intemacionales que forman parte del marco normativo aplicable y que

este Honorable Tribunal está llamado a considerar en la determinación de las cuestiones sometidas a su

conocimiento. La intervención de MD tampoco ocasionará perjuicio alguno a las partes. Las presentes

observaciones se circunscriben a cuestiones jurídicas de carácter general y no afectan los hechos

alegados, las pretensiones de las partes ni sus respectivas posiciones procesales. Su finalidad es

exclusivamente aportar al Tribunal elementos adicionales de Derecho intemacional de los derechos

humanos que puedan resultar de utilidad para la adecuada resolución de las cuestiones controvertidas.

10. En este contexto, el denominado control de convencionalidad constituye un mecanrsmo
esencial para garantízar la plena efectividad de estas obligaciones a nivel intemo. Este examen
constituye una expresión concreta de los deberes de respeto, garantía y adecuación norma¡iva
establecidos en los artículos 1.1 y 2 de la CADH. En particular, el artículo l.l impone a los Estados la

obligación de respetar y garantiz:r los derechos reconocidos en la Convención "sin discriminación
alguna", mientras que el artículo 2 establece el deber de adoptar las medidas legislativas o de otro tipo
necesarias "para dar efecto a tales derechos y libertades".



11. En el caso de Ecuador, esta obligación ha sido recogida y desarrollada por la corte
Constitucional, sobre la base del artículo 424 de la Constituciónr2, que consagra el principio de

supremacía constitucional en armonía con el artículo 417, que dispone que los tratados intemacionales

ratificados por el Ecuador se sujetan a la Constitución y, en máteria de derechos humanos, prevalecen

cuando reconocen derechos más favorables a los establecidos en ella. En particular, el artículo 426 de

la Constitución dispone que "las juezas y jueces, autoridades administrativas y servidoras y servidores

públicos aplicarrím directamente las normas constitucionales y las previstas en los instrumentos

intemacionales de derechos humanos siempre que sean más favorables a las establecidas en la
Constitución o la ley, aun cuando las partes no las invoquen expresamente".

12. La Corte IDH ha precisado que estas obligaciones no se limitan a la adopción de reformas

legislativas formales, sino que implican un deber permariente de adecuación del ordenamiento jurídico

y áe las prácticas estatales. En este sentido, ha señalado que los Estados deben, por un lado, eliminar

ioda norma o práctica incompatible con la Convención y, por otro, adoptar aquellas medidas necesarias

pam garanti; el ejercicio efectivo de los derechos protegidosrr. Este doble mandato pone de relieve
que lá compatibilidad del derecho interno con la Convención no es una cuestión estática, sino un proceso

continuo que exige una revisión constante por parte de las autoridades estatales.

13. En este ma¡co, el control de convencionalidad adquiere una dimensión particularmente

relevante en el rímbito judicial. No se trata únicamente de una facultad interpretativa, sino de una

obligación que recae directamente sobre los jueces y juezas en el ejercicio de sus funciones. Esta

doctrin4 formulada de manera reiterada por la Corte lnteramericana, tiene su origen en el caso

Almonacid Arellano y otros Ys. Chileta, donde la Corte estableció que losjueces nacionales, como parte

del aparato estatal, están sometidos a la Convención Americana y tienen el deber de ejercer un control

de convencional idad ex ofrcio entre las normas intemas y el tratado intemacional, crilerio
posteriorment€ reforzado ertasos como Trabajadores Cesados del Congreso Vs. Perút5 y Gelman Vs.

Ltrugua-vt6 .

14. Paficularmente en el caso de Ecuador, la Corte IDH tuvo la oportunidad de analiza¡ en el caso

Peralta Armijos l/s. Ecuador la convencionalidad de las decisiones adoptadas en el marco de un proceso

administrativo para reclamar contra la decisión administrativa del Director General del lnstituto

Nacional de Pesca que dispuso el nombramiento de otra persona en el cargo para cuyo ascenso había

solicitado que se le tomara en consideración. El Tribunal constató la arbitra¡iedad de la negativa de los

tribunales intemos a ordenar el pago de las remuneraciones dejadas de percibir por el señor Peralta

Armijos, destacando que "la interpretación sostenida por las autoridades judiciales al conocer los

planteamientos formulados por la presunta víctima no atendió a la naturaleza de derechos humanos que

se reconoce a los derechos de las personas trabajadoras" y recordó que correspondía a las autoridades

intemas:

"con especial mención de los tribunules de iusticia, eiercer un adecuado v onortuno conlrol de

convencionalidad con miras a Saronlizar que, tanlo en los t.treas de selección, inletprcladón,
aplicación e inregrución de lq normativa correspttndienle, com<l en las de tami¡q,ción,

rr Consritución de la República del Ecuador. 2008. a¡1.424t "La Constitución y los trarados intemacionales dc derechos

humanos ratificados por el Estado que reconozca¡ derechos m¡ls favorables a los contenidos en la Constitución, prevalecerán

sobre cualquie¡ otra normajurídica o acto del poder público."

'r Cone IDH. Caso Almonacid Arellaro y otros Vs. Chile. Excepciones Prelimina¡es. Fondo. Reparaciones y Costas. Sentencia

de 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 154. pá¡r. I18.
1¡ Corte lDH. CarcAlmonacid Arellano y otros Vs. Chile. Exc.epciones Preliminares, Fondo. Reparaciones y Costas. Sentencia

dc 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 154,párr, 124.
r5 Corte IDH. Caso Trabajadores Cesados del Congleso (Aguado Alfaro y ot¡os) Vs. Penl. Excepciones Prelimina¡es. Fondo.

Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2006. Serie C No. 158, pán 128.
16 Cone IDH. Caso Gelman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 de febrero de 201l. Serie C No. 221. párr.

193.
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determinoción, juzgam¡ento y resolución de los procesos [...J, se salvaguorde e/ectivamcnte el
derecho de acceso t lajusticio"Ú.

15. De esta manera, los órganos jurisdiccionales intemos -incluidos los Tribunales Distritales de lo
Contencioso Administrativo- no pueden limitarse a aplicar de forma automática el derecho intemo, sino
que deben verificar activamente su conformidad con Ia CADH y con la interpretación autorizada que
de ella ha realiz¿do la Corte Interamericana. Este deber reviste especial importancia cuando se trata del
control de actos administrativos o de norrnas con rango de ley, en la medida en que tales disposiciones
pueden generar efectos estructurales sobre el ejercicio de los derechos fundamentales.

16. Por consiguiente, el ejercicio de la función jurisdiccional en el ordenamiento jurídico
ecuatoriano exige la integración sistemática del derecho constitucional y el derecho internacional de los
derechos humanos, de modo que cualquier análisis de la validez o la aplicación de una disposición o
acto interno debe incluir necesariamente un examen de su compatibilidad con las obligaciones
intemacionales del Estado. En este sentido, en lo que respecta a la resolución SCVS-INC-DNASD-
2026-00473 de l8 de febrero de 2026, conesponde a este Honorable Tribunal no solo evaluar su

conformidad con la Constituc¡ón, sino también verifica¡ si es compatible con la CADH y con los
estándares desa¡rollados por los organismos intemacionales de protección de los derechos humanos.
Este examen no es discrecional, sino un requisito que se deriva directamente del ordenamiento jurídico
ecuatoriano y de los compromisos intemacionales asumidos por el Estado.

IL Antecedentes: la resolución impugnada

17 . Antes de entrar a analizar los estándares aplicables al caso en cuestión, resulta necesario realizar
un breve resumen sobre los hitos procesales más relevantes acontecidos hasta la fecha y que dan como
resultado la resolución impugnada.

18. Así, con fecha 23 de enero de 2026 se registró en virtud de mandato judicialrs a la entidad
"lnmobiliar" -entonces Secretaría Técnica de Gestión lnmobilia¡ia del Sector Público- como accionista
titular del 2,56 % del capital social de GRANASA, la cual, recordemos, es empresa editora de los diarios
Expreso y Exlra.

19. A raíz de lo anterior, con fecha 27 de enero de 2026, Inmobilia¡ solicitó a GRANASA, en virtud
de lo preceptuado en el artículo l5 de la Ley de Compañías del Ecuadorre, una extensa relación de

t7 Corte IDH. Caso Peralta Armijos Vs. Ecuador. Excepciones heliminarcs. Fondo. Reparaciones y Costas. Sentencia de l5
de noviembre de 2024. Serie C No. 546, prán. l5l (enfasis añadido).
13 En acatamienlo de lo ordenado por el Juez de la Unidad Judicial de Familia. Mujer. Niñez y Adolesc.ncia Nortc de

Guayaquil. en la pmvidencia del 13 de enero de202ó, las l3h3l, acla¡ada media¡rte providencia de 22 de enero de 2026.
re Dicho anículo dispone lo siguiente (énfasis añadido):

Los socios o accionist¿s tendnin de¡echo a que se les conficra copia cenificada de los cst¡dos
fi¡¡ncieros, de l¡s memoriss o itrformes dG los ¡dniristr¡dorcs, así como de los ioformcs dc los
comis¡rios y ¡uditorcs, cu¡¡do fucrc dcl crso, y dc l¡s ¡ct¡s da jurt¡s gcrcr¡l€s; t¡Dbi¿o
podrár solicit.r l¡ list¡ de socios o ¡ccioD¡st¡s, lrs grabecioncs de l¡s junt¡s gctrcr¡lcs e

itrformcs ¡cerc¡ dc los rsu¡tos tr¡t¡dos o por tr¡t¡Be eo diches jurtas. El derecho de a¡ceso a
la información prelisto en este inciso seá ilimitado, y no podrá denegarse bajo ningún concepto.

Los socios o accionisus también podnin examinar b¡jo supervisión del ¡dministr¡dor y solicita¡
copia certificada de cu¡lqu¡Gr otr¡ iDforú¡ción itcluid¡ Gtr los libros y docuÍrcúto§ d. l¡
compañia, rcl¡tivos a l¡ rdmiDistr¡ciótr socisl. Los administ¡ado¡es estalin obligados a
proporcionar la información solicitadaal ampa¡o de este inciso, srlvo qua crist¡n r¡zotrcs objetives
p¡r¡ considcr¡r que podri¡ utiliz¡¡s. p¡r¡ ,iDG§ a¡tr¡ soci¡l.s o su publicided perjudiquc los

iDtercses de l¡ comp¡ñí¡. El requerimiento de i¡formación previsto en este irciso no podr¡
dcocgersc curndo lr solicitud 6té ¡poy¡d¡ por soc¡os o ¡ccir¡ristrs qu. rcprc$ntctr, ¡l mcros,
el cincuctrt¡ por cicnto del crpit¡l socirl. Los estatutos podrá¡ lúa¡ u¡ porcentaje menor. siempre
que sea superior al veinticinco por ciento del capital social.

En el supuesto de utiliz¿ción abusiva" perjudicial o indebida de la información solicitada el socio o accionista señá responsable

de los daños y perjuicios causados a la compañia-

t...1
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información y documentación correspondiente a Ios ejercicios 2022 a2025 (hasta25 ítems), incluyendo

contratos y datos de clientes, proveedores y agencias de publicidad, así como información relativa a los

asesores legales de la compañía.

20. El 28 de enero de 2026 GRANASA dio respuesta a dicho requerimiento indicando que pondría

a disposición de Inmobiliar la documentación a la que esta tenía derecho de acceso conforme al primer

inciso del articulo 15 de la Ley de Compañías, esto es. lo cual incluía los estados financieros, las

memorias o informes de los administradores, los informes de los comisarios y auditores cuando fuere

del caso, las actas de juntas generales. la lista de socios o accionistas, las grabaciones de las juntas

generales e informes acerca de los asuntos tratados o por trat¿rse en dichas juntas. Con respecto a Ia

áocumentación no incluida en dicho inciso, GRANASA rechazó su acceso al considerar que existían

razones objetivas para entender que podía ser utilizada para fines extrasociales, en los términos previstos

en el segundo inciso del a¡ticulo 15 y que, por tanto, no estaba obligada a entregarla'

21. Con fecha 9 de febrero de 2026 la Superintendencia desestimó los argumentos de GRANASA
y le requirió por término de tres días a que entregara la documentación solicitada. El l2 de febrero de

2026 GRANASA dio respuesta a dicho requerimiento argumentando nuevamente las razones por las

cuales Inmobiliar no tenía derecho a acceder a la totalidad de lo solicitado en su comunicación de 27 de

enero.

22. Como consecuencia de tal negativa. la Superintendencia inició actuaciones de control

emitiendo una serie de informes, tras lo cual concluyó que GRANASA no había dado cumplimiento a

lo preceptuado en el referido artículo i5 de la Ley de Compañías, toda vez que no habría sustentado

suficientemente las razones objetivas que justificaban su negativa a proporcionar la totalidad de la

documentación solicitada por Inmobiliar.

23. Sobre dicha base, et I 8 de febrero d e 2026\a Superintendencia dictó la resolución SCVS-INC-

DNASD-2026-00473, objeto de la presente impugnación. Dicha resolución declaró (i) la intervención

de GRANASA para "supervigilar la marcha económica financiera y propiciar la corrección de las

irregularidades advertidas", al considerar que [a compañía se encontraba incursa en la causal de

intervención prevista en el numeral 5 del artículo 354 de la Ley de Compañías, en relación con los

artículos 325 y 432 de dicha ley; (ii) designar como interventora de la compañía de CRANASA a una

interventora extema calificada por la Superintendenci4 concediéndole entre sus atribuciones las de

conceder su visto bueno en todas las transacciones, operaciones, libros, cheques y demás documentos

de la compañí4 haciendo personal y solidariamente responsable a los representantes legales,

administradores o personeros que "ordenaren y ejecutaren actos contrarios y/o prohibidos por la ley, el

eslatuto y la referida resolución".

24. La medida debía mantenerse únicamente durante el tiempo necesario para superar la situación

que la Superintendencia consideró "anómala".

III. El derecho a la libertad de expresión e información de las empresas propietarias de

medios de comunicación

a, Consideraciónprevia

25. Antes de analizar los estándares intemacionales aplicables, resulta necesario destacar que las

medidas adoptadas en el presente caso se relacionan con una afectación directa o indirecta con el

ejercicio del derecho a la libertad de expresión de GRANASA, en su condición de empresa editora de

los diarios Erpres o y Exta. En efecto, la libertad de expresión no se agota en la protección de quienes

emiten opiniones o difunden información individualmente consideradas, sino que comprende también

las condiciones que permiten a los medios de comunicación desarrollar su actividad de manera

independiente y transmitir información e ideas al público sin injerencias indebidas. Las empresas

propietarias o editoras de medios de comunicación constituyen una pieza esencial del ecosistema que

hace posible la circulación de información y opiniones de inteÉs público. Su autonomía fiente a

6



interferencias extemas constituye, por ello, una condición necesa¡ia para que periodistas y medios
puedan desempeñar su función de informar y contribuir al debate público de manera libre e

independiente.

26- Desde esta perspectiv4 la solicitud de información formulada por lnmobiliar no puede

analizarse exclusivamente como una cuestión societaria desprovista de relevancia para la libertad de

expresión. Debe recordarse que la información requerida no se limitó a documentación societaria

biísic4 sino que incluia, entre otros elementos, información sobre clientes, proveedores, agencias de

publicidad y los asesores legales de GRANASA correspondiente a varios ejercicios. En este contexto,

una solicitud de información que permita acceder a información comercial sensible, a las relaciones de

la empresa Con sus clientes, proveedores y anunciantes, o incluso a información relativa a su

asesoramiento jurídico, puede generar riesgos que trascienden la esfera estrictamente societaria y debe

analiza¡se con extremada cautela, máxime cuando la información solicitada procede de una entidad

pública y puede ser utilizada por actores vinculados al Poder Ejecutivo-

27. A ello se añade que la negativa de GRANASA a entregar parte de la información solicitada fue

posteriormente utilizada como fundamento para adoptar una medida de intervención sobre la propia

iompañía. Así, la resolución impugnada no se limitó únicamenle a ordenar la entrega de determinada

documentación, sino que declaró la intervención de GRANASA, designó una interventora extema y le

atribuyó facultades de supervisión sobre las transacciones, operaciones, libros, cheques y demás

documentos de la compañía, bajo un régimen que incide directamente en la gestión de la empresa. La

intervención de una empresa editora de medios de comunicación present4 por ello, una dimensión que

no puede ser ignorada desde la perspectiva de la libertad de expresión y que también deberá estar sujeta

a un escrutinio estricto.

28. En consecuencia, el presente caso no plantea únicamente una controversia acerca del alcance

del derecho de información de un accionista minoritario o de la procedencia de una medida de

intervención societaria. Lo que debe examinarse es si, bajo la apariencia de una actuación de naturaleza

meramente societari4 se han adoptado medidas capaces de afect¿r las condiciones materiales yjurídicas

en las que un medio de comunicación ejerce su función de informar al público y si esas medidas resultan

conformes a los estándares interamericanos e intemacionales en la materia.

b. Test tripartito de toda restricción ¡ ta libertad de expresión

29. Es claro que el derecho a la libertad de expresión no es absoluto. Ahora bien, este derecho

puede ser sometidó a ciertas restricciones únicamente en situaciones de carácter excepcional y debiendo

cumplir con ciertos requisitos. Dichos requisitos se establecen en el artículo 13.2 CADH20, el cual exige

que, para que una restricción a este derecho sea conforme a dicho tratado internacional, debe superar

un eiumen tripu.tito de legalidad, frn¡lidad legítima y necesidad/proporcionalid¡d en una sociedad

democrática2l. Este precepto y su interpretación es muy similar en los sistemas universal, europeo y

africano de protección de derechos humanos. Las tres condiciones deben concurrir de manera

lo Dicho precepto establece que:

2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a

responsábilidades ulteriores, las que deben esta¡ expresamente fijadas por Ia ley y ser necesarias para asegurar:

a) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o

b) la protccción de la scguridad nacional. el orden público o la salud o la moral públicas'

3. No se puede restringir el derecho de expresión por vias o medios indirectos. lales c¡mo el abuso de controles

oficiales ó panicula¡es de papel para periodicos. de fiecuencias radioel&r¡icas. o de ensere§ y aparatos usados en la

diñ¡5ión de información o poi cualesquiera ot¡os medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de

ideas y opiniones.
2r Corte iDH. La Colegiación Obligatoria de Periodistas (afs. 13 y 29 CADH). Opinión Consultiva OC-5/85 de 13 de

noviembre de 1985. Serie A No. 5. p¡í¡rs. 39-40i Corte IDH. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Excepciones P¡elimina¡es'

l'ondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 dejulio de 2004. Serie C No. 107, parrs. 120- 123
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simultánea: la ausencia de cualquiera de ellas basta para declarar la restricción incompatible con la

Convención22.

Legalidad

30. Toda restricción al derecho a la libertad de expresión debe, en primer lugar, estar expresamente

frjada por ley, tanto en sentido formal como en sentido material- esto es, una no-rmajurídica de carácter
g"n"."l qr" emana de los órganos legislativos constitucionalmente previstos2l. La Corte IDH exige

además que la ley se redacte con precisión suficiente para que las personas puedan prever, con un grado

razonable de certez4 las consecuencias de sus actos, evitando un margen de discrecionalidad tan amplio
que equivalga a una habilitación en blanco al poder público2a. Este requisito cobra especial relevancia

cuando la norma habilita medidas de excepcional gravedad -como lo puede ser la intervención de una

empresa de comunicación-, pues la indeterminación normativa multiplica el riesgo de aplicación
arbitraria o selectiva.

31. A título de ejemplo se destaca el caso Kimel I/s. Argentina, en el que la Cofe IDH analizó la
compatibilidad con el articulo 13 de la Convención de los tipos penales de calumnia e injuria previstos

en el Código Penal argentino, aplicados a un escritor que había criticado la actuación de un juez en Ia
investigación de una masacre cometida durante la última dictadura milita¡. La Corte concluyó que

dichos tipos penales resultaban "ambiguos" y no delimitaban con precisión las conductas sancionables,
lo que "abre el campo al arbitrio de la autoridad" al momento de establecer la responsabilidad penal de

los individuos.

32- En el mismo sentido se ha pronunciado el Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Entre
muchos otros, se destaca el caso Centro Europa 7 S.R.L. y Di Stefano ys. Italia. el cual versa sobre una
empresa que ganó en concurso público una licencia de radiodifusión televisiva en ltalia, pero a la que

el Estado, durante más de diez años, no asignó la frecuencia técnica correspondiente para poder emitir.
dejando la licencia sin efecto práctico. La Gran Sala del Tribunal declaró la violación del afículo 10

del Convenio Europeo de Derechos Humanos porque el marco legislativo intemo carecía de "claridad
y precisión" que no permitió a la demandante prever, con un suficiente grado de certeza en qué momento
le serían asignadas las radiofrecuencias para poder comenzar a ejercer la actividad para la cual había
obtenido una concesión y que, además, las autoridades no habían observado los plazos fijados en la
licencia2r, frustrando así la posición legítima del operador. Es el precedente europeo de referencia sobre
"legalidad" insuficiente o imprecisa como vicio autónomo, aplicable cuando el requerimiento o la
potestad ejercida por la autoridad se basa en noñnas vagas o mal definidas.

33. En aplicación de los citados estándares al presente caso. se advierte que la medida impugnada
no se limita a imponer una obligación de entrega de información societari4 sino que dispone la
intervención de una empresa edilora de medios de comunicación y atribuye a una interventora extema
facultades de supervisión sobre sus operaciones. transacciones, libros. cheques y demás documentos.
Por su naturaleza y alcance, una medida de esta entidad debe encontrarse sustenl¡da en una
habilitación legal suficientemente clara y precisa y, además, debe existir una correspondencia
verilicable entre los hechos que la motivan ¡r la concreta causal legal invocada por la autoridad.

34. En este sentido, se debe comprobar, en primer lugar, cuál es exactamente la habilitación legal
que permite adoptar una medida de intervención en las circunstancias del presente caso. El artículo 354
numeral 5 de Ia Ley de Compañías establece que la Superintendencia podrá declara¡ la intervención

22 Corte IDH. Caso Kimel Vs. fugentina- Fondo. Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de mayo de 2008. Serie C No. l?7.
párr. 5l ; Cone lDH. Caso fuca¡do Canese Vs. Paraguay. Fondo. Reparacionos y Costas. Sentencia de 3 I de agosto de 2004.
Serie C No. I I l, p¡árrs. 95-96.

" Cone IDH. OC-5/85lsupral, pir¡r.39.
:a Corte tDH. Caso Herrem Ulloa Vs. Costa fuca (srpra), pii¡r. l2l: Corte IDH. Caso [vcher B¡onstein Vs. Peru. Fondo.
Reparaciones y Costa§. Se¡tencia de 6 de febrero de 2001 . Serie C No. 74, páns. | 52- 155.

" TED['I, Cent¡o Europa 7 S.R.L. y Di Stefano Vs. ltalia ICC]. no. 38433/09. Sentencia de 7 de junio de 2012. pá¡rs. I 54 y
r55.
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cuando la compañía se encuentre en cualquiera de los casos previstos en los artículos 325 o 432 de la
misma Ley. La norma" por tanto, no configura por sí misma una causal autónoma vinculada al
incumplimiento de un requerimiento de información, sino que remite a supuestos específicos previstos

en otras disposiciones legales. Esta distinción es especialmente importante en el presente caso porque,

según se desprende de los antecedentes, GRANASA no habría rechazado de manera absoluta el acceso

de Inmobiliar a la información societaria. Por el contrario, manifestó expresamente su disposición a

facilitar la documenlación comprendida en el primer inciso del artículo l5 de la Ley de Compañías y
fundamentó su negativa resp€cto de la información adicional solicitada en la previsión contenida en el
segundo inciso de dicho artículo, que permite a Ia compañía negar el acceso cuando existan razones

objetivas para considerar que la información puede ser utilizada para fines extrasociales. La
controversia, por tanto, gin en torno al alcance de la obligación de información y a la suficiencia
de las razones invoc¡das para limitarla, y no, al menos según los antecedentes expuestos, a una
negativa absoluta a someterse al control societário.

Finalidad legítima

35. La restricción debe perseguir alguno de los objetivos taxativamente enumerados en el artículo
13.2 CADH, a saber: el respeto a los derechos o a la reputación de los demiás, o la protección de la
seguridad nacional, el orden público, o la salud o la moral públicas2u. Se trata de un catálogo cerrado y
de interpretación restrictiva2T. La Corte IDH no se conforma con la invocación formal del fin declarado
por el Estado: examina la frnalidad real perseguida" pudiendo concluir que, pese a la cobertura formal

en un fin legítimo, la motivación efectiva -develada a pafir del contexto, declaraciones previas de

funcionarios y la opomrnidad de la decisión- responde a un propósito distinto y espurio, configurando
una desviación de poder incompatible con la Convención2E.

36. Porejemplo,enel caso Granier y ottos (Radio Caracas Televisión) Vs. Venezuela laCorte IDH
destacó la disociación entre la finalidad invocada por el Estado y la finalidad real perseguida con una

medida restrictiva de la libertad de expresión. Por su parte, el Estado venezolano justificó la no

renovación a RCTV de la concesión de radiodifusión de televisión abierta en lo que parecía ser el

ejercicio de su potestad de regular la asignación del espectro radioeléctrico. Sin embargo, Ia Corte tDH

constató que la decisión había sido adoptada con anterior¡dad a los motivos formalmente invocados y
que se encontraba estrechamente vinculada con el descontento gubemamental fiente a la línea editorial

crítica del canal. Sobre esta base, la Corte IDH concluyó que lo anterior constituyó una restricción
indirect¡ mediante una "desviación de poder", en la medida en que se había hecho uso de una facultad

permitida del Estado -la de regular las frecuencias- con el objetivo, no declarado, de alinear

editorialmente al medio de comunicación con el gobiemo.

37. Véase también a este respecto el Caso lvcher Bronstein Vs. Perú, 2001, donde la Corte IDH
declaró que la privación arbitraria de la nacionalidad peruana del accionista mayoritario de un canal de

televisión crítico con el gobierno constituyó "un medio indirecto para restringir su libertad de

expresión, así como la de los periodistas que trabajaban e investigaban" para dicho canal, Precisando
que el análisis de una restricción de esta naturaleza "no puede aislarse, sino que debe incluir todos los

hechos, circunstancias y contexto" en que se produce, de manera que la calificación formal del

mecanismo empleado -en aquel caso, un acto administrativo de revocación de nacionalidad- no exime

al Estado de responsabilidad cuando su efecto práctico es desplazar el control de un medio de

comunicación2e.

']o AÍiculo 13.2 de la Convención Americana sobre Derechos llumanos.
,7 Cone lDH. Caso -La Última Tentación de Cristo' (Olmedo Bustos y ot¡os) Vs. Chile. Fondo, Repa¡aciones y Costas.

Sentencia dc 5 de febrem de 2001. Serie C No. 73, pá¡r. ó9.
23 Corte IDH. Caso G¡anier y otros (Radio Ca¡'acas Televisión) Vs. Venezuela- Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones

y Costas. Sentencia de 22 de junio de 2015. Serie C No. 293. prins. 188- 189. 198- 199-

2e Cone IDH. Caso Ivcher Bronstein Vs. Peni Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 6 de fcbrero de 2001. Seric C No.

74. párrs. 155 y 163.
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38. A este respecto, la Decla¡ación de Principios sobre Libertad de Expresión adoptada en el año

2000 ya señalaba que la utilización del poder del Estado y los recursos de la hacienda pública [...] con

el objetivo de presionar y castigar o premiar y privilegiar a los comunicadores sociales y a los medios

de cómunicación en función de sus líneas informativas, atenta contra la libertad de expresión"3o. El

Principio 5 complementa: "la censura previ4 hterferencia o presión directa o indirecta sobre cualquier

erpr.iión [...] debe estar prohibida por la ley"3r.

39. En aplicación de los citados estándares al presente caso, se destaca que en este caso la finalidad
invocada es la protección del interés económico de un accionista minoritario y el ejercicio de los

derechos de información que la legislación societaria le reconoce. En abstracto esta finalidad es

legítima. La cuestión que debe examinarse es, por tanto, diferente: si la concreta utiliz¡ción de esas

potestades societarias eo el presente caso responde efectivamente a la protección del inteÉs
económico y societario que justifica el derecho de inform¡ción del accionista, o si dicha potestad
pudo haber sido utilizada para alcanzor una ñnalidad distinta.

40. A este respecto. resulta relevante que Inmobiliar, entidad pública- adquiriera el 23 de enero de

2026 una participación del2.56Vo en el capital social de GRANASA y que, apenas cuatro días después,

formulara un requerimiento que comprendía hasta 25 categorias de documentos correspondientes a

cuatro ejercicios económicos, incluyendo información relativa a clienles, proveedores. agencias de

publicidad y asesores legales de la compañía. En este sentido, si bien una participación del2,567o no
elimina los derechos que la legislación societaria pueda reconocer al accionista, pero sí constituye
un elemento contextual que deb€ ser considerado al valorar si una solicitud de hasta 25 categorías
de información, incluyendo información comercial y jurídica sensible. Además, la amplitud y
naturaleza de Ia información solicitada constituye un elemento que el órgano jurisdiccional
deberia considerar al determinar si la solicitud guardaba una relación razonable con la
protección del inteÉs económico de un accionista minoritario.

41. Adicionalrnente, la inclusión de información relativa a asesores legales, relaciones comerciales,
clientes, proveedores y agencias de publicidad plantea una cuestión que merece especial consideración.
Se trata de información que, dependiendo de su contenido concreto, puede guardar una relación limitada
o indi¡ecta con el interés económico de un accionista minoritario, pero que puede revelar aspectos
sensibles del funcionamiento ¡nterno de una empresa editora de medios, incluidas sus relaciones
comerciales y determinados aspectos de su estrategia jurídica y empresarial. En consecuencia" se debe
cuestionar cuál era la conexión concreta entre cada categoría de información solicitada y el interés
societario cuya protección justificaba el ejercicio de Ia potestad de información.

42. Finalmente. el marco contextual para realizar un análisis de finalidad legítima resulta en el
presente caso de suma relevancia. Por un lado, el carácter público de la entidad accionista merece
especial consideración. El ejercicio de una potestad societaria por parte de una entidad estatal no es,
por sí mismo. ilegítimo ni permite presumir una finalidad espuria. Sin embargo. cuando dicha potestad
se ejerce respecto de una empresa editora de medios de comunicación y la información solicitada
excede polencialmente de la información estrictamente necesaria para conocer la situación
económica y societaria de la compañía, se deberá verificar con particular atención que el ejercicio
de la potestad responde efectivamente a su ñnalidad societaria y no a un propósito ajeno a ella.

43. A este respecto cabe recordar lo indicado por la Relatora Especial sobre la libertad de expresión,
Irene Khan en el marco del seminario de expertos sobre amenazas legales y económicas a la seguridad
de los periodistas, donde afirmó expresamente que "la ausencia de leyes adecuadas había exacerbado
lo situación, dando lugtr a la captura de medios por pa¡te de Estados e intereses comc¡ciales"t).

t0

r0 CIDH, Decla¡ación de Principios sobre Libenad de Expresión. 108" p€riodo ordina¡io dc sesiones, octubre de 2000, Principio
13.
rr 1áÍd., Principio 5.
12 Consejo de De¡echos Humanos de las Nacionss Unidas. Informc del Alto Comisio¡ado de las Naciones Unidas para los
De¡echos Huma¡os. "Expe¡t seminar on ¡egal and economic threats to the safety of joumalists", A,4IRC/55/39. l8 de



44. Por otro lado, también merece especial atención el marco contextual actual de la libertad de

prensa en el Ecuador. No en vano, Reporteros Sin Fronteras (en adelante, "RSF)" ha señalado que

Ecuador paxí del puesto 80 de lEo peíses en su Clasific¡ción Mundi¡l de Libertad de Prensa de

2023 al125 e¡ 2026, con una caída especialmente pronunciada en 2026, cuando perdió 3l posiciones,

en un contexto que RSF caracteriza por el incremento, de la inseguridad, la autocensura, las agresiones

y los riesgos regulatorios para periodistas y mediostt. En concordancia con estos datos, la Relatoría

Especial para la Libertad de Expresión (en adelante, *RELE') de la CIDH documentó en su lnforme

Anual 2025 un patron de deterioro en las condiciones para el ejercicio del periodismo en Ecuador,
señalando entre los factores de riesgo la violencia ejercida por grupos del crimen organizado contra

periodistas3¡, así como el uso de *acciones legales, administrativas, tributarias y migratorias" que

habrían sido empleadas como preunte§ represalias contra comunicadores, y limitaciones a

espacios oficiales de información dirigidos a la prensat'. A ello se suma el comunicado de octubre de

2025 de un grupo de personas exp€rtas independientes del sistema de procedimientos especiales de

Naciones unidas, el cual, expresó su preocupación por el grave deterioro de las libert¿des

fundament¿les y del espacio cívico, deterioro que se había profundizado como consecuencia de la

respuesta estatal al paro nacional del año 2019 e incluía restricciones a los derechos de asociación,

reunión y expresión36.

45. La convergencia de estos pronunciamientos confirma que el contexto en que Se produjo el

requerimiento societario objeto del preserlle amicus no es un dato periférico, sino un elemento

interpretativo indispensable para valorar si dicho requerimiento perseguía efectivamente una

finalidad legítima o si, por el contrario, con3tituyó un instrumento funcional a un propósito

distinto del declarado.

iii. Necesidad y proporcionalidad en una sociedad democrático.

46. Finalmente cabe señalar que, aun persiguiendo un fin legítimo, la restricción debe ser necesaria

para alcanzarlo: debe responder a un interés social imperativo y, de entre las opciones disponibles. ser

ia que restrinja en menor escal¡ el derecho protegidor?. La proporcionalidad en sentido estricto exige.

además, que el sacrificio inherente a la resúicción no resulte exagerado frente a las ventajas obtenidas

y el cumpiimienro de la finalidad peneguidars. Por tanto, la sola utilidad de la medida es insuficiente si

ál mismo objetivo podía alcanzarsi con un mecanismo menos lesivo3e. El estándar se toma más exigente

cuanto mayor es la severidad de la medida -en este punto, se destaca que la intervención de una empresa

editorial ei de las más gravosas dentro del universo de restricciones indirectas-, imponiendo al Estado

la carga dejustificar por qué medidas de menor intensidad resultaban insuficientes.

identificando l¡ captura económica y societaria de los medios de comunicación -no solo el control de

licencias- como una amenaza estructural a I¡ libert¡d de expresión y al pluralismo informativo.

diciembre de 2023. párr. 9 (declaración de la Relatora Especial sobre la promoción y prolección del derecho a la libertad de

opinión y de expresión, Ircnc Khan).
¡r Reponeros Sin Fronteras (RSF), ClatÚ,crción Mu¡dial & la Libertd tu Pre¡sa 202ó,3 de mayo de 2026' disponible en

inglés
Libett

(!ersión en

nf-2023 -tabladc-oaiscd
IADH, R"t"r".i" Erp".ial pe¡a la Liberiad dc Expresión (RELE), ffo rn¿ Aa¿al 2025,Yol.ll. OEA./Set. Uvll I. Doc. 375/25

v.2. aprobado el 30 dc diciembrc d€ 2025, pá¡rs. 600 y 617
tt lbid.páí.6M.
16 Oficina del Aho Comisionado de las Nacioncs Unidas para los De¡echos Humanos (ACNUD[I), Pe¡ro¡at erperta de la

OliU alanadas por uña crec¡ery'e rcpresi
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r7-Cortc IDH. Caso Hcnera Ulloa Vs. Costa Rica (srpr¿), páEs. l2l-123; C¡rtc IDH. Caso Palamar¿ lribsmc Vs. Chile. Fondo,

Rcparaciones y Costas. Sc¡tsncia d€ 22 de noviembre de 2005. S€rie C No. 135, Bin. 85'
]8 Cone IDH. Ca¡o Kimel Vl Argentins, púrr. 83.
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1l

Vé¿rsc también RSF, Clas¡lcación Mundial de la
Prewo 2023.3 de mayo de 2023. disponible en:



47. A título de ejemplo de lo anterior, en el rímbito interamericano, la Corte IDH ha considerado

en el caso Fontevecchia y D'Amico Vs. Argentina que la atribución de responsabilidad civil, la

imposición de una indemnización, intereses, costas y gastos, la orden de publicar un extracto de la

sentencia y el embargo dictado sobre uno de los periodistas afectaron injustificadamente el ejercicio de

la libertad de expresión, al no cumplir la medida de responsabilidad ulterior con el requisito de

necesidad en una sociedad democrática . El Tribunal advirtió, adem¿ls, que el temor a una sanción civil
desproporcionada puede resultar tan o más intimidante e inhibidor para el ejercicio de la libertad de

expresión que una sanción de naturaleza penal, precisamente porque bajo la apariencia de un mecanismo

ordina¡io de responsabilidad civil pueden encubrirse restricciones incompatibles con el artículo 13 de

la Convención cuando existían medios menos lesivos -como el derecho de rectificación o respuesta-

igualmente idóneos para proteger el inteés en juegoa0.

48. En el mismo sentido se ha pronunciado el TEDH en el caso Cumpáná y Mazdre Vs. Rumanítt,

donde la Gran Sala consideró desproporcionada la imposición de una pena de prisión, la suspensión de

derechos civiles y la prohibición de ejercer la profesión periodística a dos comunicadores condenados
por difamación, al estimar que el Estado disponía de medidas de menor intensidad -de naturaleza civil-
igualmente aptas para proteger la reputación afectad4 sin necesidad de recunir a sanciones de tal
severidad. Importante destacar en este caso que el TEDH precisó que este escrutinio reforz¿do se activa
prec¡sarnente cuarido la medida adoptada es susceptible de generar un efecto disuasorio (cál/ing efect)
sobre la prensa en el debate de asuntos de interés públicoar.

49. Por su parte, el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, al examinar el caso
Mavlonov y Sa'di Vs. Uzbekistán, concluyó que la denegación administrativa de la solicitud de
reinscripción de un periódico -presentada bajo la apariencia de un trámite ordinario de registro- vulneró
el derecho a la libertad de expresión reconocido en el afículo l9 del Pacto Intemacional de Derechos
Civiles y Políticos, al no haber acreditado el Estado que dicha denegación resultara necesaria ni
proporcionada para la consecución de un fin legítimo. El Comité reafirmó así que un mecanismo
formalmente administrativo o societario. ajeno en apariencia al ¿imbito penal, puede constituir
igualmente una restricción incompatible con el Pacto cuando su efecto práctico es impedir o dificultar
el ejercicio de la libertad de expresión¡?, recordando en su Observación General No.34 que toda
restricción debe constituir "el instrumento menos lesivo entre aquellos que permitan alcanza¡ la función
de protección perseguida'{3.

50. En aplicación de los citados esándares al presente caso, se debeÉ cuestionar si la
intervención de GRANASA constitui¡ realmente una medid¡ necesaria para alcanzar la linalidad
societaria invocada -esto es, la protección del interés económico de un accionista minoritario y el
ejercicio de los derechos de información que la legislación societaria le reconoce - y, en paficular, si
existian medios menos restrictivos para hacer efectivo el derecho de información de Inmobiliar,
La cuestión resulta especialmente relevante si se considera que la intervención de la compañía se

produjo como consecuencia de que GRANASA no proporcionó la totalidad de la información solicitada
por un accionista titular del 2,56 o/o del capital social, pese a que el propio artículo l5 de la Ley de
Compañías contempla expresamente que determinada información puede ser denegada cuando existan
razones objetivas para considerar que podría utilizarse para fines extrasociales o que su publicidad
perjudicaría los intereses de la compañía.

51. La proporcionalidad de la medida adquiere una dimensión adicional cuando se considera su
alcance concreto. Así, la resolución impugnada no se limitó a ordenar la entrega de la información
controvertid4 sino que sometió a GRANASA a la intervención de una persona extema con facultades
para conceder su visto bueno a todas sus transacciones, operaciones, libros, cheques y demás

a0 CorlelDH, Fontevecchia y D'Amico l's. Argenina,Sentencia de 29 de novicmbre dc 201 I, Serie C No. 238,p&ts.72 y 74.
1t TEDH, Currlpátud y MrÚdre t's. Ruaaía [GS], oo. 33348/96, l7 de diciembre de 20O1. pá¡n. I I l-l 16.
a2 Comité de Derechos Humanos de Naciones rJnidas, Mavlonov y Sa'di l's. ll¡bekistán Comtmicación No. 1334/2004.
CCPWCI95/D/1334/2004 (19 de ma¡zo de 2009). pá¡r. 8.4.
ar Comité de Derechos Humanos de Nacioncs Unidas, Observación General No. 34. CCPR/C/GC/34 (201l). prán. 34.
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documentos, haciendo además responsables a sus representantes legales por determinados actos. Frente

a ello, se debeni evaluar si la autoridad justificó por qué medidas menos intensas {omo, por
ejemplo, precisar o delimitar la información exigible' requerir únicamente aquella
documentación cuya entrega fuera legalmente procedente, establecer mecanis¡nos de supervisión
específicos o adoptar las medidas previstas por la legislación societaria para hacer efectivo el
derecho de información -resultarian insuficientes.

c. El deber de debida motivación de las resoluciones

52. Estrechamente vinculado con la arbitrariedad de las decisiones encaminadas a las restricciones

indirectas de las que hemos hablado en el acápite anterior está el deber de motivar las resoluciones. El
deber de motivación es una de las "debidas garantías" incluidas en el aficulo 8.1 para salvaguardar el

derecho a un debido proceso.

53. La Corte IDH ha señalado que la motivación "es Ia exteriorización de lajustificación razonada

que permite llegar a una conclusión'{4. El deber de motivar las resoluciones es una garantía vinculada

con la correcta administración dejusticia, que protege el derecho de los ciudadanos a serjuzgados por

las razones que el Derecho suministra, y otorga credibilidad de las decisiones jurídicas en el ma¡co de

una sociedad democnítica. El Tribunal ha resaltado que las decisiones que adopten los órganos intemos

que puedan afectar derechos humanos deben est¿r debidamente fundamentadas, pues de lo contrario

serian decisiones arbitrarias{r. En este sentido, una debida motivación implica una exposición racional

de las razones que llevan al juzgador a tomar una decisiónoó y, además, debe mostrar que han sido

debidamente tomados en cuenta los alegatos de las partes y que el conjunto de pruebas ha sido

analizado, lo cual también permite, en aquellos casos en que las decisiones son recurribles, la

posibilidad de criticar la resolución y lograr un nuevo examen de la cuestión ante las instancias

iuperiorest'. Así entendida, la motivación hace viable el control de las decisiones de los tribunales de

juitici4 por las partes en la contienda procesal, por los órganos superiores y, a [a postre, por la sociedad

in su conjunto, en cuanto permite, en el marco de un sistema democrático, conoJer y comprender las

justificaciones que han conducido, a quien ajuzga a fallar en uno u oÍo sentidoa8.

54. En el referido cas o Granier y otros (Radio Caracas Televisión) Vs. Venezuela,la Corte abordó

la decisión de no concesión de la licencia de radiodifusión de televisión abierla y observó que la misma

había sido adoptada de manera arbitraria indicando que "la existencia de una motivación o un propósito

distinto al de la norma que otorga las potestades a la autoridad estátal para actuar puede llegar a

demostrar si la acción puede ser cónsiderada como actuación arbitraria'{e, y constató que desde el año

2002 se venía advirtiendo que a los canales de televisión que no modificaran su línea editorial no se les

renovaría su concesión, de forma que la decisión ya estaba tomada de antemano y no fue reevaluada.

55. Asimismo, en el caso Peraha Armijos vs. Ecuador, la corte IDH tuvo la oportunidad de

pronunciarse sobre un supuesto de falta de motivación en el que la autoridad judicial intema modificó,

iin justificación alguna" ia pretensión formulada por el demandante y, con base en ello, le denegó una

..áidu d.."p-u"ión. En dicho caso, el señor Peralta Armijos había solicitado expresamente ante el

Tribunal Disirital de lo Contencioso Administrativo de Guayaquil que se declarara la nulidad de la

aa Caso Apitz Ba¡bera y otros ("Cone Primera de lo Contencioso Administr¿rivo") Vs. Venezuela Excepción heliminar.

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Se eCNo. 182' pí¡r' 7ó'
4t lbíd..78.
a6 Caso peraltaArmijos Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia dg l5 de novie¡nbre

de 2024. Serie C No. 546,pém.144.
a7 Caso Apitz Barbera y otros ("Cone himera de lo Conte¡cioso Administrativo") Vs. Venezuela- Excepción heliminar.

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia dc 5 de agosto de 2008. Serie C No l82' pín 78'
.e Caso peralta Armijos Vs. Ecuador. Excepciongs Preliminares. Fondo. Repar¿cioncs y Costas. Sentenciade l5 de noviembre

de 2024. Seric C No. 546,?án.145.
ae Cote lDH. Caso Granier y otros (Radio Caratas Telet)isióñ) l's. lbtzzuelo. Excepciones Prelimina¡es, Fondo,

Repar¿ciones y Costas. Sentencia de 22 de junio de 201 5. Serie C No. 293, pirn. 174- 177 Cofe IDH, Caso Granier y otros

( Iüdio Caracas Tele,nisión) Vs. Venezuela. Excrpciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 dejunio

de 2015. Serie C No. 293. pins. 174-177 .
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acción de personal de destitución dictada en su contra, así como el reintegro a su puesto de trabajo y el

pago de remuneraciones desde el momento de su salida hasta su reincorporación. Al resolver la

demanda, el tribunal intemo acogió la pretensión de fondo -ordenando su reincorporación-, pero, sin

motivación alguna. modificó Ia pretensión formulada y declaró en cambio la ilegalidad (no la nulidad)

del acto de destitución (dado que en el derecho intemo la ilegalidad, a diferencia de la nulidad, no

generaba efectos retroactivos, el tribunal utilizó esa recalificación no motivada como base para rechazar

el pago de las remuneraciones dejadas de percibir). La Corte IDH consideró que el Tribunal de lo

Contencioso Administrativo "desatendió la petición de fondo expresada por la presunta víctima", dado

que le negó la reparación solicitada sin una motivación que pusiera de manifiesto las razones para no

acoger su pretensión. Según la Corte IDH, la lectura del fallo del Tribunat de lo Contencioso

Administrativo no permitía conocer ni entender el fundamento de su actuación, razón por la cual la
Corte IDH declaró la violación al derecho a las garantías judiciales, reconocido en el artículo 8.1 de la

Convención Americana5o.

56. Por su parte, el TEDH tuvo la oportunidad en el caso Meltex Ltd. y Movsesyan Vs- Armenia de

examinar la denegación reiterada -en siete ocasiones- de una licencia de radiodifusión a una empresa

de televisión, sin que la autoridad reguladora ofieciera razón alguna distinta de la genérica afirmación
de haber escogido a "la mejor" enüe las candidatas -motivación a todas luces insuficiente-. El Tribunal
concluyó que un procedimiento de otorgamiento de licencias que no exige a la autoridad justificar sus

decisiones no ofiece una protección adecuada fiente a la injerencia arbitraria de un poder público en el

derecho a la libertad de expresión5r.

57. De conformidad con los estándares mencionados supr& se debe poner especial atención al
hecho de si la resolución ahora impugnada desarrolla de manera autónoma y suñcientemente
individualizada (i) por qué la información brindada por GRANASA resultaria insuficiente,
exponiendo los motivos por los cuales se considera que la justificación brindada por el

administrador -y que l€ permitiría negar la información restante no facilitada- no son válidos (ii)
asi como por qué la intervención de Ia compañía es la respuesta necesaria y proporcional a la
controversia sobre el alcance del derecho de información de un socio minoritario.

IV, Conclusiones

58. En este contexto, y de conformidad con el deber de realizar un control de convencionalidad.
que incumbe a este Honorable Tribunal, Media Defence insta respetuosamente a que se evalúe la
compatibilidad de la resolución impugnada no solo a la luz de la Constitución, si¡o también de las
obligaciones intemacionales asumidas por el Estado ecuatoriano. En particular, consideramos que se

debe garantizar que ninguna de sus disposiciones produzca efectos contrarios a la Convención
Americana sobre Derechos Humanos o a los es¡ándares desarrollados por los organismos
intemacionales de derechos humanos.

59. En este sentido, se ha expuesto que medidas como la intervención de una empresa editora de
medios de comunicación adoptada, como en el presente caso, a raíz de una controversia sobre el alcance
del derecho de información de un accionista minoritario- pueden afectar directa o indirectamente el
ejercicio de la libertad de expresión. en la medida en que inciden sobre las condiciones que permiten a

un medio de comunicación desarrollar su actividad de manera independiente y sin injerencias indebidas.

50 lbid., páns. 146-147 .

5t TEDH. Mehex Ltd. y Mesrop Mwsesyan l's. Armenia, no,32283/04, Sentencia de l7 de junio de 2008, piás¡s. 80-85
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60. Al tratarse de una restricción de esta naturaleza, su compatibilidad con la Convención
Americana sobre Derechos Humanos debe examinarse a la luz del test tripartito derivado del artículo
13.2 CADH, conforme al cual toda restricción a la libertad de expresión debe cumplir, de manera
concurrente, con los siguientes requisitos: (i) legalidad, esto es, estar expresamente fijada por una ley
redactada con precisión suficiente; (ii) finalidad legítim4 es decir, perseguir efectivamente alguno de
los objetivos tarativamente enumerados en dicho precepto; y (iii) necesidad y proporcionalidad en una



sociedad democrática, lo que exige que la medida sea idónea, necesaria y proporcional en sentido

estricto para la consecución del fin perseguido.

61. En materia de legalidad, cabe destacar que la causal de intervención invocada por la
Superintendencia (anículo 354.5 de la Ley de Compañias) no configura por si misma un supuesto

autónomo vinculado al incumplimiento de un requerimiento de información, sino que remite a los

supuestos previstos en los artículos 325 y 432 de la misma ley. Asimismo, resulta relevante que

GRANASA no negó de forma absoluta el acceso a la información societaria, sino que circunscribió su

negativa a la comprendida en el segundo inciso del anículo l5 de la Ley de Compañías, invocando

expresamente la existencia de razones objetivas para considerar que dicha información podía destinarse

a fines extrasociales, razones que deben ser analizadas de manera individualizada.

62. En materia de finalidad legítima, los estándares frjados por la Cole IDH exigen alender al

contexto, a las circunstancias y a la opofunidad de la medida, y no únicamente a su cobertura formal.
En este sentido, se destacan como elementos contextuales relevanles: (i) que Inmobiliar, entidad
pública, adquirió una panicipación del 2,56 % en el capital social de GRANASA solo cualro días antes

de formular un requerimiento de hasla 25 categorías de información correspondienle a cualro ejercicios
económicos, incluyendo datos de clientes, proveedores, agencias de publicidad y asesores legales; y ( ii)
el marco contextual general de deterioro de la libertad de prensa en Ecuador, documentado de manera

convergente por Repoteros Sin Fronteras, la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la

CIDH y el sistema de procedimientos especiales de Naciones Unidas.

63. En materia de necesidad y proporcionalidad, los precedentes citados coinciden en exigir que,

ante restricciones de entidad severa. el Estado acredite la insuficiencia de medidas altemativas menos

lesivas. Al respecto, se debeÉ tener en cuenta que la resolución impugnada no se limitó a ordenar la

entrega de información, sino que dispuso la intervención de GRANASA y afibuyó a una interventora

extema facultades de supervisión sobre la totalidad de sus transacciones, operaciones, libros, cheques

y demás documenlos. lo cual exige análisis expreso sobre la insuficiencia de mecanismos menos

inlensos -<omo la delimitación de la información exigible o el recurso a los mecanismos ordinarios
previslos en la legislación societaria para salisfacer el derecho de información invocado.

64. Finalmenle. en materia de motivación, los estándares expuestos en el presenle amicus, exigen
una justificación autónoma, individualizada y suficiente de las decisiones que puedan afectar derechos

humanos.

En Londres. a 22 de septiembre de 2026.

Marín Carlos Garo

Director Ejecutivo
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